
Santiago, veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro. 

Vistos:
En estos autos Rit T-176-2021, Ruc 2140376785-6, del Juzgado de Letras

del Trabajo de La Serena, caratulados “MARLENE con Corporación Educacional

Colegio  Alemán  de  Elqui”,  por  sentencia  de  veinticinco  de  enero  de  dos  mil

veintitrés,  se  rechazó la  denuncia  por  vulneración  de derechos fundamentales

durante la vigencia de la relación laboral.

Contra dicha decisión la denunciante dedujo recurso de nulidad, y una sala

de la Corte de Apelaciones de La Serena, con fecha veintinueve de junio de dos

mil veintitrés, lo rechazó.

En relación a esta última decisión,  la  misma parte interpuso recurso de

unificación de jurisprudencia, solicitando que se le acoja y se dicte la sentencia de

reemplazo que describe.

Se ordenó traer estos autos en relación. 

Considerando:
Primero: Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 483 y 483 A

del Código del Trabajo, el recurso de unificación de jurisprudencia procede cuando

respecto  de  la  materia  de  derecho  objeto  del  juicio  existen  distintas

interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de tribunales

superiores de justicia. La presentación en cuestión debe ser fundada, incluir una

relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones recaídas en el

asunto de que se trate sostenidas en las mencionadas resoluciones y que haya

sido  objeto  de  la  sentencia  contra  la  que  se  recurre  y,  por  último,  se  debe

acompañar copia fidedigna del o de los fallos que se invocan como fundamento.

Segundo: Que  la  materia  cuya  unificación  de  jurisprudencia  solicita  la

demandante consiste en determinar si para la configuración de un acoso sexual,

se  requiere conductas  de hostigamiento  sexuales  en sentido estricto,  o  por  el

contrario, la interpretación debe tener un carácter amplio y con enfoque de género.

Indica que el fallo impugnado rechazó el recurso de nulidad que dedujo

contra el de la instancia, por considerar que de los hechos asentados no se revela

un requerimiento  de carácter  sexual  en  sentido  estricto,  esto  es,  acciones  de

índole  sexual,  en  que  si  bien  no  medie  exigir  una  conducta  sexual,  sí  se

desprenda del contexto, por lo que no quedan comprendidas dentro del concepto

de acoso sexual otras formas de hostigamiento que no son sexuales en sentido

estricto, pronunciamiento que estima errado al desconocerse el marco normativo

que excede el tenor literal del artículo 2 inciso segundo del Código del Trabajo, el

que debe interpretarse al amparo de la normativa internacional, que dio luz para el
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establecimiento del ilícito civil en la normativa laboral, y además, analizarse con

enfoque de género.

Pide se acoja el recurso y se dicte sentencia de reemplazo que interprete el

concepto  de  acoso  sexual  de  manera  amplia  con  perspectiva  de  género  y,

consecuentemente, haga lugar a la acción deducida, con costas.

Tercero: Que, para una acertada resolución de la controversia, se deben

considerar los hechos establecidos en la sentencia de la instancia:

1.-  La  denunciante  doña  MARLENE se  desempeña  como  profesora  de

alemán para la denunciada Corporación Colegio Alemán de Elqui, desde el año

2008. El año 2021 fue designada jefa del Departamento de Alemán del colegio.

2.- En el mes de enero de 2021 se integró al establecimiento como profesor

de  alemán  don  Alexis  Bois  de  Chesme,  quien  es  cónyuge  de  la  rectora  del

establecimiento.

3.- El 12 de marzo de 2021 se inició una investigación sumaria por acoso

sexual a requerimiento del presidente de la Corporación denunciada, en virtud que

la denunciante comunicó a varias personas que el profesor Bois de Chesme la

estaría acosando sexualmente, la que se efectuó por el Director de Estudios y

Desarrollo Institucional. El mismo día se dispuso evitar el contacto personal entre

los  profesores,  separación  de  espacios  físicos,  redistribución  de  jornadas  y

suspensión de la jefatura de la Sra. MARLENE y de la coordinación de alemán del

Sr. Bois.

4.- Los hechos denunciados fueron que la profesora MARLENE recibió un

correo electrónico de parte del denunciado a las 8:00 horas del 27 de febrero de

2021, cuyo asunto era: "Hola" y cuyo texto era "levantate temprano"; que el día 2

de marzo de 2021, el denunciado se le acerca en el recreo y le señala "ABEJA

cómo estás" "en qué andabas"; que el día 3 de marzo de 2021, en la sala de

profesores  el  denunciado se  le  acerca  demasiado invadiendo su  espacio  y  la

denunciante  le  solicita  que  se  retire  y  que  le  comentó  el  denunciado  "ella  la

retirada y nerviosa"; que los días 4 y 5 de marzo de 2021, el denunciado se le

acerca y le indica "cómo estás y en qué andas" y la actitud del denunciado la

altera y la pone nerviosa; el  día lunes 8 de marzo de 2021, el  denunciado se

acerca  por  atrás  a  la  denunciante  quien  señala  sintió  su  calor,  su  ropa  y  su

respiración y le manifestó: "¿Qué hace la ABEJA?, ¿Qué está buscando? a lo que

le señaló: "aléjate" "Qué estás haciendo"; el día miércoles 10 de marzo de 2021,

mientras se encontraba en el pasillo a la salida de la sala de profesores junto a la

profesora Carolina Villanueva, al pasar el profesor denunciado con su cuerpo le

tocó el muslo izquierdo y el glúteo; el jueves 11 de marzo en la sala de profesores,



al  ingresar,  a  la  sala  de  profesores  le  manifestó:  "Tan  solita  La  ABEJA,  las

profesoras de Inglés no están" y ella le responde: "no estoy tan solita".

5.- La investigación sumaria dio por acreditado: 1) El profesor denunciado el

día 27 de febrero de 2021 envió un correo electrónico a la profesora denunciante

en  los  términos  denunciados.  2)  Al  menos  en  dos  oportunidades  el  profesor

denunciado no guardó el distanciamiento social y se sentó junto a la denunciante

en el auditorio. 3) En el pasillo a la salida de la sala de profesores la denunciante

fue tocada por el profesor denunciado en el muslo izquierdo. 4) El denunciado se

acercaba  a  la  denunciante  y  la  trataba  coloquialmente  de  "ABEJA"  quien  se

afectaba  gravemente.  5)  Por  los  hechos  acreditados  la  denunciante  lloraba  y

estaba afectada emocionalmente.

6.- El investigador calificó el envío del mail como un hecho que no conlleva

un requerimiento sexual. Sobre los demás hechos, sin perjuicio que el denunciado

se acercó en reiteradas ocasiones a la profesora manifestando un trato coloquial

para la denunciante, aquello resultó inapropiado o impertinente. Sobre el hecho

principal de haberse acercado en un pasillo sin respetar el espacio íntimo de la

docente,  tocándola  en  su  muslo  izquierdo,  lo  estimó  un  acercamiento  físico

innecesario  y  evitable,  respecto  del  cual  no  hubo un requerimiento  directo  de

orden sexual, agregando que fue evitable porque había espacio suficiente para

pasar sin tocarla y porque las normas de buenas costumbres y la cultura propia de

la comunidad laboral, implica que cuando el espacio para transitar es reducido se

pida  permiso  antes  de  pasar.  Por  último,  que  el  denunciado  tuvo  conductas

inapropiadas, coloquiales y en alguna medida desatendiendo o descuidando el

respeto a los espacios que se deben guardar en un ambiente profesional. 

7.-  La  investigación  sumaria  concluyó  con  su  sobreseimiento  por  no

acreditarse los elementos necesarios para enmarcar los hechos en la figura del

acoso  sexual,  sin  perjuicio  de  dejar  sin  efecto  las  designaciones  de  jefa  del

Departamento de Alemán de la denunciante, la de coordinación de alemán del

denunciado, y de instruir al docente investigado evitar mantener un trato coloquial

no consentido.

8.-  En causa RIT T-115-2021 del  Juzgado de Letras  del  Trabajo de La

Serena, se conoció de la denuncia por vulneración de derechos fundamentales

realizada por la Inspección Provincial del Trabajo de La Serena, por la destitución

de la denunciante de la Jefatura del Departamento de Alemán del establecimiento

denunciado.

Cuarto: Que  la  decisión  impugnada  rechazó  el  recurso  de  nulidad

planteado por la demandante, fundado, en lo pertinente, en la causal prevista en el

artículo 477 del Código del Trabajo, expresando  que “… cabe señalar que, de



conformidad al artículo 2, inciso 2º del Código del Trabajo, se entiende por acoso

sexual  el  que  una  persona  realice  en  forma  indebida,  por  cualquier  medio,

requerimientos  de  carácter  sexual,  no  consentido  por  quien  lo  recibe  y  que

amenacen o perjudiquen su situación laboral o sus oportunidades en el empleo.

En lo referido a la conducta punible, si bien existe uniformidad en la doctrina

en  entenderla  en  un  sentido  amplio,  comprensiva  de  acciones,  sean  escritas,

verbales,  gestuales  o  físicas;  resulta  relevante  señalar  que  la  acción  típica

consiste en realizar “requerimientos de carácter sexual”, vale decir, acciones de

índole sexual de cualquier tipo, en las que, si bien no medie el pedir o exigir una

conducta  sexual,  si  puede  desprenderse  del  contexto  mismo.  De  ahí  que,  no

queden  comprendidas  dentro  del  concepto  de  acoso  sexual  otras  formas  de

hostigamiento que no son sexuales en sentido estricto.

Así las cosas, de la lectura de los hechos establecidos en la sentencia, es

posible concluir que no se reúnen todos los requisitos del tipo establecido en el

inciso 2 del artículo 2 del Código del ramo, por cuanto faltó el elemento de índole

sexual requerido por la norma, razón por la cual no ha tenido lugar la infracción del

inciso 2º del artículo 2 del Código del Trabajo ni del artículo 22 del Código Civil

alegada por este recurrente.

Dicho lo anterior, no cabe duda de que el libelo no podrá prosperar. A esta

conclusión  es  posible  arribar  por  cuanto,  como  se  dijo,  la  causal  incoada  de

manera subsidiaria supone respetar los hechos que se dieron por probados, los

que resultan, por ende, inamovibles para esta Corte y, al no haberse establecido la

existencia de un requerimiento sexual  en los hechos asentados en el  fallo,  no

resulta posible tipificar los mismos como constitutivos de acoso sexual.”.

Quinto: Que, para acreditar la existencia de interpretaciones contradictorias,

la  parte  demandante  presentó  las  sentencias  pronunciadas  por  las  Cortes  de

Apelaciones de Santiago y de Antofagasta, en los autos roles Nº 4.475-2007 y N°

61-2021, respectivamente.

En el primer dictamen se señaló respecto a los requisitos del acoso sexual

que: “el requerimiento sexual indebido debe ser entendido en términos amplios y

comprende no sólo acercamientos físicos sino cualquier acción del acosador sobre

la víctima, a través de cualquier medio, sean estos, escritos, correos electrónicos o

propuestas verbales. El asedio sexual debe amenazar o perjudicar la situación

laboral  del  afectado  o  sus  oportunidades  en  el  empleo.  La  doctrina  en  este

aspecto  ha  desarrollado  dos  tipos  de  acoso,  el  chantaje  sexual  y  el  acoso

ambiental; el primero tiene lugar en aquellos casos en que el acosador condiciona

el  acceso  al  empleo,  a  un  beneficio  laboral,  al  término  de  la  relación  de

dependencia  o a la  realización  de un acto  de contenido sexual  y,  el  segundo



cuando la conducta no deseada provoca un ambiente laboral hostil y humillante

para  la  persona  que  es  víctima  de  ello,  pero  no  lleva  implícita  la  pérdida  de

derechos laborales. Aclarado lo anterior, de la norma del artículo 2º del Código del

Trabajo,  se  infiere  que  la  legislación  actual,  regula  ambos  tipos  de  acoso,  al

emplear  la  expresión  que  amenacen  o  perjudiquen  su  situación  laboral  o  su

oportunidad en el empleo”.

Concluyendo  que:  “es  posible  tener  por  establecida  la  conducta  sexual

indebida  del  demandado  en  la  persona  de  la  actora,  quien  jamás  aprobó  los

excesos de su empleador; el comportamiento de éste está fuera de los cánones

normales propios del escenario laboral y la gravedad de la conducta se encuentra

probada  en  autos,  pues  el  hostigamiento  sexual  comenzó  con  simples

comentarios de mal gusto, pasando a roces y tocaciones impropias en los pasillos

de la farmacia en que prestaba sus funciones y concluyó, en diciembre de 2005,

en una conducta de agresión física sexual directa. En efecto, el comportamiento

del  demandado,  representante  y  socio  de  la  empleadora,  no  puede,  sino  que

interpretarse como requerimientos de carácter sexual, que no eran consentidos

por la destinataria de los mismos, ocurridos mientras desempeñaba sus labores

bajo la supervigilancia del demandado. La disposición ordinaria de las cosas no

permite asignar a los hechos relatados una significación distinta…”. Y agregando

que:  “es del caso señalar que tratándose de actos constitutivos de acoso sexual

no resulta  lógico exigir  a  la  víctima elementos de convicción categóricos y de

naturaleza tal que conduzcan, sin lugar a dudas, al establecimiento de la figura

que  se  estudia;  por  el  contrario,  atendido  los  bienes  jurídicos  que  se  intenta

proteger a través de su creación, indiscutiblemente, los sentenciadores han de

razonar fundamentalmente sobre la base de indicios emanados de las probanzas

aportadas y fundamentalmente sobre las consecuencias o efectos demostrables

en la persona de la víctima”.

A su vez, la segunda sentencia señaló que:  “el artículo 2 del Código del

Trabajo  define  el  acoso  sexual…atendido  el  carácter  amplio  de  los  términos

utilizados por el legislador, debe analizarse el mismo, a la luz de lo expuesto por la

doctrina, la jurisprudencia judicial y administrativa y el derecho internacional para

determinar el  marco conceptual y alcance de la institución, y al  respecto cabe

primero  considerar  que  atendidas  las  reglas  de  interpretación  de  las  normas

protectoras  de  derechos  fundamentales  como la  presente,  para  dar  adecuado

resguardo  a  las  garantías  fundamentales  como  son  la  integridad  personal,  la

privacidad, la honra y la no discriminación. Ello según el principio pro persona,

derivado del  derecho internacional  y plenamente aplicable al  derecho nacional,

según  ha  sostenido  la  doctrina  y  jurisprudencia.  Este  carácter  de  institución



protectora de derechos fundamentales queda patente de diversos instrumentos

jurídicos  internacionales...”,  ente  otros,  la  Convención  Interamericana  para

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer Convención de Belém

do  Pará),  la  Convención  sobre  la  Eliminación  de  todas  las  formas  de

Discriminación contra la Mujer (CEDAW), y el Convenio Internacional de Trabajo

Nº 190 sobre la Eliminación de la Violencia y el Acoso en el Mundo del Trabajo,

los que han sido ratificados por el Estado de Chile.

Y agrega que: “…como lo ha sostenido diversa jurisprudencia, en la práctica

el  acoso  sexual  puede  expresarse  de  infinitas  formas,  como por  ejemplo  con

insultos, observaciones, bromas e insinuaciones de carácter sexual y comentarios

inapropiados sobre la forma de vestir, el físico, la edad, la forma de relacionarse o

la situación familiar de una persona, o insinuaciones relacionadas, y sin lugar a

dudas  con  el  contacto  físico  innecesario  y  no  deseado,  como  tocamientos,

caricias,  pellizcos  o  agresiones  sexuales,  observaciones  vergonzantes  y  otras

formas de hostigamiento verbal,  miradas lascivas y gestos relacionados con la

sexualidad,  invitaciones  comprometedoras,  solicitud  o  exigencia  de  favores

sexuales, con o sin amenaza; etcétera, y en resumen toda conducta similar.

La amplitud del  concepto tiene su sustento en el  principio que cualquier

conducta con esa connotación debe ser erradicada como medida mínima para

asegurar el respeto de los derechos fundamentales y el término de la violencia

sexual  en el  trabajo, en especial  en relación a las mujeres (en esta caso una

adolescente), históricamente víctimas de dichos abusos en una sociedad que los

normalizaba, situaciones de acoso no aceptables bajo ningún respecto, y tan es

así  que  nuestro  legislador  la  elevó  directamente  a  causal  de  despido,  dando

cumplimiento así a los compromisos internacionales del Estado”.

Coligiendo de todo lo anterior que: “a la luz del referido concepto, sólo cabe

concluir que la conducta establecida (y reconocida casi en su totalidad por el actor,

quien discute sólo el móvil de su actuar), se encuadra completamente en dicho

concepto al concurrir todos sus elementos.

En efecto, en el caso en estudio, un hombre de una edad mayor a treinta

años, en su lugar de trabajo, y en circunstancias que una adolescente, estudiante

en práctica, de 16 años de edad, se encontraba sola en una dependencia cerrada,

se acercó a la misma, efectuando comentarios sugerentes, preguntándole a la

misma por qué lo miraba en el trabajo, comentario que no tenía contexto alguno y

que sólo evidencia su propósito de alcanzar un acercamiento corporal a la niña, lo

que se refrenda porque sin ninguna razón ni necesidad, posteriormente le solicita

su número telefónico (WhatsApp) y su red social Facebook, y no obstante que ella

se los niega, aduciendo las reglas de la práctica, aquel por último se acerca y le



toma el brazo, dejando patente el carácter libidinoso de la acción. Claramente nos

encontramos  frente  a  una  conducta  de  naturaleza  sexual  que,  como  dijimos,

puede verificarse por cualquier medio, siendo el hecho suficiente para configurar

aquello,  viéndose la joven expuesta a actos que invadieron incluso su espacio

corporal,  que  solo  es  franqueable  por  individuos  con  muchísima  confianza,

atropellándose de esa forma su dignidad”.

Sexto: Que, en tal virtud, al cotejar lo resuelto en las sentencias invocadas

por la parte demandante con lo decidido en la que se impugna, es posible concluir

que concurre el presupuesto establecido en el artículo 483 del Código del Trabajo

para unificar la jurisprudencia sobre la materia de derecho propuesta, esto es, la

existencia  de  interpretaciones  diversas  en  relación  a  una  cuestión  jurídica

proveniente  de tribunales superiores de justicia,  razón por  la  que corresponde

determinar cuál postura debe prevalecer y ser considerada correcta.

Para tales efectos, se debe destacar en primer lugar, la labor constante que

ha existido tanto en el concierto internacional como nacional por avanzar en la

eliminación sobre toda forma de discriminación, en particular respecto a la mujer,

una de cuyas manifestaciones es el acoso sexual en el ámbito del trabajo, que

desde los primeros abordajes sobre el tema en la década de 1970 ha demandado

que tales conductas están proscritas en el contexto relacional en general, y luego,

específicamente en el laboral, lo que durante las décadas siguientes se ha ido

reforzando a través de distintos instrumentos normativos, pues, sin perjuicio que al

día de hoy debiera ser una premisa o lugar común no discutido la igualdad entre

las  personas,  persisten  por  distintas  razones  -culturales,  familiares,  etc.-

comportamientos  que  van  en  dirección  contraria,  y  que  por  ello  las  distintas

sociedades, y por cierto el país, a través de la legislación ha debido prevenir y

sancionar, como lo demuestra la reciente Ley N° 21.643, que modifica diversos

cuerpos  legales  en  materia  de  prevención,  investigación  y  sanción  del  acoso

laboral, sexual o de violencia en el trabajo.

Luego, para identificar los elementos que configuran el acoso sexual, desde

luego  que  el  marco  de  referencia  será  el  tenor  literal,  en  otros  términos,  las

expresiones del lenguaje utilizado por la legislación para referirse a la materia de

que se trata. Pero aquello, como se sabe, no es el único factor, en cuanto además

de concurrir normas emanadas de instrumentos internacionales ratificados por el

Estado de Chile, debe atenderse también a los diversos criterios de interpretación

que no solo se encuentran en la propia legislación -histórico, teleológico, lógico,

sistemático-, sino que, asimismo, en la dogmática, como criterios de justificación, y

sin  pretensiones  de  exhaustividad,  podemos  considerar  como  relevantes  a  la

consistencia, coherencia, universalidad y consecuencias.



Ahora  bien,  conforme  al  derrotero  expuesto,  como  primer  instrumento

internacional  sobre  la  materia  se  adoptó  en  1979  la  Convención  sobre  la

Eliminación  de  todas  las  formas  de  Discriminación  contra  la  Mujer  (CEDAW),

ratificada  por  Chile  en  1989,  que  dio  origen  a  un  Comité  para  supervisar  su

aplicación, el que en la Recomendación General N° 19, de 1992, señaló en su

artículo 11 como hostigamiento sexual: “Comportamiento de tono sexual tal como

contactos  físicos  e  insinuaciones,  observaciones  de  tipo  sexual,  exhibición  de

pornografía y exigencias sexuales, verbales o de hecho. Este tipo de conducta

puede ser humillante y puede constituir un problema de salud y de seguridad; es

discriminatoria  cuando  la  mujer  tiene  motivos  suficientes  para  creer  que  su

negativa podría causarle problemas en el trabajo, en la contratación o el ascenso

inclusive, o cuando crea un medio de trabajo hostil”.

A su turno,  siguiendo a  José  Luis  Ugarte  Cataldo  (Informe en Derecho,

Acoso Sexual y Sexista en el Trabajo: revisión desde la doctrina y jurisprudencia,

pág. 5-6)  “…en el ámbito de la Organización Internacional del Trabajo el primer

precedente fue el Convenio No. 111 (1958), relativo a la discriminación en materia

de empleo,  que  recoge  en su  artículo  1º  el  concepto  de discriminación  en  el

empleo y la ocupación basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión

política,  ascendencia  nacional  u  origen  social.  Si  bien  no  se  trata  de  un

instrumento específico sobre el acoso sexual en el marco de las relaciones de

trabajo, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones

(CEACR) de la OIT ha condenado el acoso sexual en virtud del referido Convenio,

ya que considera que el acoso sexual es una forma grave de discriminación por

razón de sexo, que queda comprendido en el ámbito de aplicación del Convenio.

Ante la insuficiencia de regulación específica del acoso sexual en el mundo

laboral por parte del organismo internacional, en junio de 2019, en la 108º Reunión

de la  Conferencia  General  de  la  OIT,  se  aprobó el  Convenio Internacional  de

Trabajo No. 190 sobre la Eliminación de la Violencia y el Acoso en el Mundo del

Trabajo (no ratificado por Chile)  [el  Convenio fue promulgado el 24 de julio de

2023 y publicado el 7 de octubre del mismo año, por lo que se actualmente se

encuentra  plenamente  vigente].  Este  Convenio,  acompañado  por  su

Recomendación (No. 206), constituye el primer instrumento que trata la violencia y

acoso en el trabajo de forma global e integral, y si bien no define el acoso sexual,

lo incluye en la definición de violencia y acoso por razón de género.

En efecto, el referido Convenio establece (artículo 1.1.a) un concepto único

sobre violencia y acoso general en el trabajo, que apunta como subgénero a la

violencia y acoso por razón de género que, a su vez,  incluye al  acoso sexual

(artículo 1.1.b). Expresamente se señala “a) la expresión “violencia y acoso” en el



mundo  del  trabajo  designa  un  conjunto  de  comportamientos  y  prácticas

inaceptables, o de amenazas de tales comportamientos o prácticas, ya sea que se

manifiesten de una sola vez o de manera repetida, que tengan por objeto, que

causen  o  sean  susceptibles  de  causar,  un  daño  físico,  psicológico,  sexual  o

económico, e incluye la violencia y el acoso por razón de género, y b) la expresión

“violencia u acoso por razón de género” designa la violencia y el acoso que van

dirigidos contra las personas por razón de su sexo o género, o que afectan de

manera desproporcionada a personas de un sexo o género determinado, e incluye

el acoso sexual”.

Ya situados  en el  sistema interamericano,  la  Convención Interamericana

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de

Belém do Pará), que en su artículo 2 considera al acoso sexual como una forma

de violencia contra la mujer, la que a su vez define en el artículo 1 como “cualquier

acción o conducta, basada en el género, que cause muerte, daño o sufrimiento

físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como el privado”,

agregando el artículo 6 el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia, que

incluye el ser libre de toda forma de discriminación y ser libre y valorada libre de

patrones estereotipados.

Por último, a nivel nacional se cuenta con normativa que define el acoso

sexual, establece un procedimiento para su investigación y sanción en el marco

del trabajo, y el ejercicio de derechos constitucionales por el trabajador cuando

sean afectados en virtud de aquello.

No  esta  demás  indicar  que  la  jurisprudencia  administrativa  también  ha

elaborado  un  concepto  de  lo  que  debe  entenderse  por  acoso  sexual,  en  el

Dictamen de la Dirección del Trabajo Ord. N° 1133/36, de 21 de marzo de 2005, al

señalar  “Las  conductas  constitutivas  de  acoso  no  se  encuentran  limitadas  a

acercamientos o contactos físicos, sino que incluye cualquier acción del acosador

sobre  la  victima  que  pueda  representar  un  requerimiento  de  carácter  sexual

indebido, incluyendo en ese sentido, propuestas verbales, correos electrónicos,

cartas o misivas personales, que amenacen o perjudiquen su situación laboral o

sus oportunidades en el empleo. La ley ha entendido que se configura la conducta

de acoso sexual no sólo cuando la persona afectada sufre un perjuicio o daño

laboral directo en su situación al interior de la empresa, sino que también cuando

por la creación de un ambiente hostil y ofensivo de trabajo, se pone en riesgo su

situación laboral u oportunidades en el empleo”.

Séptimo: Que,  dicho  lo  anterior,  cabe  abocarse  a  la  interpretación  del

concepto de acoso sexual previsto en el inciso segundo del artículo 2 de Código

del Trabajo, esto es, “el que una persona realice, en forma indebida, por cualquier



medio, requerimientos de carácter sexual, no consentidos por quien los recibe y

que amenacen o perjudiquen su situación laboral o sus oportunidades de empleo”.

En ese contexto, como ya se adelantó, no puede considerarse el solo tenor

literal para los efectos de interpretar qué se debe entender por acoso sexual, y en

particular,  la  exigencia  de  requerimiento  sexual,  pues  debe  tenerse  en

consideración que la decisión normativa ha de ser compatible con otras normas

del sistema, esto es, debe ser consistente, además, coherente con los valores y

principios del ámbito legislativo del que se trate,  asimismo la justificación debe

ajustarse  a  criterios  que  sirvan  para  decidir  casos  similares,  es  decir,

universalizable y atender a las consecuencias normativas relevantes dentro de la

disciplina  (Gascón  Abellán,  Marina,  coord.;  Argumentación  Jurídica,  Tirant  Lo

Blanch, Valencia, 2014, pág. 282-283).

Por lo anterior, y entendiendo que el requerimiento sexual comprende las

acciones de índole sexual, debe considerarse como tal no sólo el que en forma

manifiesta y directa presenta un carácter libidinoso, sino que también aquel en el

que su naturaleza sexual emana del conjunto de actos que se ejecuten respecto

de la persona a quien se le expresan, pues muchas veces pueden traducirse en

insinuaciones, gestos, miradas que apreciadas en su conjunto, den cuenta de un

requerimiento sexual,  e incluso,  si  fuere el  caso,  una sola conducta,  estimada

individualmente, dado el contexto, pudiera calificar como tal. 

Por  ello,  teniendo  en  consideración  las  distintas  maneras  que  puede

presentar la comunicación del mensaje con contenido sexual, la interpretación del

concepto de acoso sexual debe ser amplia, lo que  “no solo deriva del material

jurídico vigente en el derecho chileno, sino de las reglas de interpretación de las

normas de derechos fundamentales, que exigen del juez una lectura y formulación

amplia de las mismas, y de las figuras legales -como la del acoso sexual laboral-

que median jurídicamente su protección.  Todo según el  principio  pro  persona,

derivado del  derecho internacional  y plenamente aplicable al  derecho nacional,

según ha sostenido la doctrina y jurisprudencia” (Ugarte Cataldo, José Luis, óp. cit,

pág. 11)

Octavo: Que, en consecuencia, para la configuración del acoso sexual, la

calificación  del  requerimiento  sexual  debe  efectuarse  en  términos  amplios,

considerando tanto el tenor del concepto legal como la normativa que lo informa y

que constituye su fuente de inspiración, pudiendo adoptar diversas maneras, a

través de una o varias conductas, las que deben analizarse en su conjunto, no

siendo exigencia que la solicitud sea explícita, sino que puede ser tanto de manera

expresa como tácita, y debe inferirse de todas las circunstancias concurrentes,

espacio temporales, que den cuenta inequívocamente que se está en presencia



de  comportamientos  de  connotación  sexual,  por  lo  que  procede  unificar  la

jurisprudencia en el sentido indicado.

Noveno: Que,  en tal  circunstancia,  yerra la Corte de Apelaciones de La

Serena  cuando  al  fallar  el  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  el  demandante,

resuelve que la sentencia del grado no incurrió en error al estimar que no están

comprendidas  en  el  acoso  sexual  formas  de  hostigamiento  que  no  son

manifiestamente libidinosas, puesto que, según lo razonado, el recurso de nulidad

planteado por  la  parte  demandante,  fundado en la  causal  del  artículo  477 del

Código  del  Trabajo,  debió  ser  acogido,  por  tratarse  de  un  error  que  influyó

sustancialmente en lo dispositivo del fallo.

Por estas razones, disposiciones citadas y lo preceptuado en los artículos

483 y siguientes del Código del Trabajo,  se acoge el recurso de unificación de

jurisprudencia  deducido  por  la  demandante  en  contra  de  la  sentencia  de

veintinueve de junio de dos mil veintitrés, dictada por la Corte de Apelaciones de

La Serena, que no hizo lugar al recurso de nulidad interpuesto en contra de la

sentencia de la instancia de veinticinco de enero de dos mil veintitrés y, en su

lugar,  se  declara  que  esta  última  sentencia  es  nula,  debiendo  dictarse  acto

seguido y sin nueva vista, pero separadamente, la respectiva de reemplazo.

Regístrese.

N°175.330-2023.-

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por las Ministras

señoras  Gloría  Ana  Chevesich  R.,  Andrea  Muñoz  S.,  Ministro  Suplente  señor

Jorge Zepeda A.,  y las abogadas integrantes señoras Pía Tavolarí  G.,  e Irene

Rojas M.  No firma el  ministro  suplente señor  Zepeda y  la  abogada integrante

señora Tavolarí, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa,

por haber terminado su periodo de suplencia el  primero y por estar ausente la

segunda. Santiago, veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro. 


